
 
  

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE 

SINCELEJO SUCRE 

 

Sincelejo, diez (10) de julio de dos mil diecisiete (2017) 

 

Expediente número: 70001 33 33 001 2017 00095 00 

Ejecutante: JHONY DEL CRISTO GANDARA DIAZ 

Ejecutado: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FOMAG 

Proceso: EJECUTIVO 

 

AUTO 

 

Se instaura demanda ejecutiva, por parte del señor JHONY DEL CRISTO 

GANDARA DIAZ por intermedio de apoderado, para que se libre mandamiento de 

pago a su favor y en contra de la NACION - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGIUSTERIO, por la suma de DIECINUEVE MILLONES NOVECIENTOS 

SESENTA Y OCHO MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y SEIS PESOS 

($19.968.456) por concepto de sanción moratoria por el no pago oportuno de 

cesantías parciales. 

 

Como título base de recaudo, se presenta la Resolución 0579 de 28 de octubre de 

2009 por medio de la cual se reconoce y ordena el pago de la cesantía parcial del 

actor. 

 

Analizada la anterior documentación, el Despacho estudiará si es o no procedente 

librar el mandamiento de pago solicitado, de acuerdo a las siguientes,  

 

CONSIDERACIONES 

 

En cuanto a la competencia de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa para 

conocer de los procesos ejecutivos, el numeral 6º del artículo 104 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo-CPACA-, señala 

que: 

“Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo. La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está 

instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política 

y en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, 

contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho 

administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 

particulares cuando ejerzan función administrativa. 
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Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 

1. Los relativos a la responsabilidad extracontractual de cualquier entidad 

pública, cualquiera que sea el régimen aplicable. 

2. Los relativos a los contratos, cualquiera que sea su régimen, en los que 

sea parte una entidad pública o un particular en ejercicio de funciones 

propias del Estado. 

3. Los relativos a contratos celebrados por cualquier entidad prestadora 

de servicios públicos domiciliarios en los cuales se incluyan o hayan debido 

incluirse cláusulas exorbitantes. 

4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores 

públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho 

régimen esté administrado por una persona de derecho público. 

5. Los que se originen en actos políticos o de gobierno. 

6. Los ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las conciliaciones 

aprobadas por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudos 

arbitrales en que hubiere sido parte una entidad pública; e, igualmente los 

originados en los contratos celebrados por esas entidades. 

7. Los recursos extraordinarios contra laudos arbitrales que definan 

conflictos relativos a contratos celebrados por entidades públicas o por 

particulares en ejercicio de funciones propias del Estado. 

Parágrafo. Para los solos efectos de este Código, se entiende por entidad 

pública todo órgano, organismo o entidad estatal, con independencia de 

su denominación; las sociedades o empresas en las que el Estado tenga una 

participación igual o superior al 50% de su capital; y los entes con aportes 

o participación estatal igual o superior al 50%.” 

 

Por su parte el art. 297, establece en relación al título ejecutivo: 

“ARTÍCULO 297. TÍTULO EJECUTIVO. Para los efectos de este Código, 

constituyen título ejecutivo: 

1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción 

de lo Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una 

entidad pública al pago de sumas dinerarias. 

2. Las decisiones en firme proferidas en desarrollo de los mecanismos 

alternativos de solución de conflictos, en las que las entidades públicas 

queden obligadas al pago de sumas de dinero en forma clara, expresa y 

exigible. 
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3. Sin perjuicio de la prerrogativa del cobro coactivo que corresponde a los 

organismos y entidades públicas, prestarán mérito ejecutivo los contratos, 

los documentos en que consten sus garantías, junto con el acto 

administrativo a través del cual se declare su incumplimiento, el acta de 

liquidación del contrato, o cualquier acto proferido con ocasión de la 

actividad contractual, en los que consten obligaciones claras, expresas y 

exigibles, a cargo de las partes intervinientes en tales actuaciones. 

4. Las copias auténticas de los actos administrativos con constancia de 

ejecutoria, en los cuales conste el reconocimiento de un derecho o la 

existencia de una obligación clara, expresa, y exigible a cargo de la 

respectiva autoridad administrativa. La autoridad que expida el acto 

administrativo tendrá el deber de hacer constar que la copia auténtica 

corresponde al primer ejemplar.” 

 

A través del proceso ejecutivo administrativo, se pretende el cumplimiento de una 

obligación insatisfecha por alguna de las partes que intervinieron en un contrato 

estatal, de las originadas en condenas impuestas por la jurisdicción contenciosa 

administrativa, o de un acuerdo conciliatorio. Dicha obligación deberá estar 

contenida en lo que se conoce como “título ejecutivo”. Se parte entonces de la 

existencia de una obligación clara, expresa y exigible, que sólo resta hacerla efectiva 

coercitivamente, obteniéndose del deudor el cumplimiento de la misma. 

 

Al respecto el artículo 422 del Código General del Proceso, aplicable al caso por la 

remisión autorizada en el artículo 299 del CPACA,  establece: 

 

         “Artículo 422. Título ejecutivo. 

 

“Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y 

exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su 

causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una 

sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 

jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en 

procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios 

de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley. La 

confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, 

pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo 184.” 

 

Quiere decir lo anterior que, para que una obligación pueda demandarse 

ejecutivamente debe constar en un documento que provenga del deudor y que 

además, sea expresa, clara y exigible. Al respecto el Consejo de Estado ha sostenido: 

 

“… 

1. Que la obligación sea expresa: Quiere decir que se encuentre 

debidamente determinada, especificada y patente. 

 

2. Que sea clara: Esto es, que sus elementos aparezcan 

inequívocamente señalados; tanto su objeto (crédito) como sus 

sujetos (acreedor y deudor).  
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3. Que sea exigible: Significa que únicamente es ejecutable la 

obligación pura y simple, o que habiendo estado sujeta a plazo o a 

condición suspensiva, se haya vencido aquel o cumplido esta. 

 

4. Que la obligación provenga del deudor o de su causante: El 

título ejecutivo exige que el demandado sea el suscriptor del 

correspondiente documento o heredero de quien lo firmó o 

cesionario del deudor con consentimiento del acreedor. 

 

5. Que el documento constituya plena prueba contra el 

deudor: La plena prueba es la que por sí misma obliga al juez a 

tener por probado el hecho a que ella se refiere, o en otras palabras, 

la que demuestra sin género alguno de duda la verdad de 

un hecho, brindándole al juez la certeza suficiente para 

que decida de acuerdo con ese hecho. Por consiguiente, para 

que el documento tenga el carácter de título ejecutivo, deberá 

constituir plena prueba contra el deudor, sin que haya duda de su 

autenticidad y sin que sea menester complementarlo con otro 

elemento de convicción, salvo los eventos de título complejo como 

en el presente caso”.1 

 

A su vez la Corte Constitucional respecto de los documentos que prestan merito 

ejecutivo menciono lo siguiente: 

 

“Así, “[l]as sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene 

a una entidad pública al pago de sumas dinerarias” constituyen título 

ejecutivo, con arreglo al numeral 1° del artículo 297 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Idéntica 

consideración hace el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil (art 422 

C.G.P.), para el cual “pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones 

expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del 

deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra él, o las que 

emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 

jurisdicción, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva 

conforme a la ley, o de las providencias que en procesos contencioso - 

administrativos o de policía aprueben liquidación de costas o señalen 

honorarios de auxiliares de la justicia”. Negrilla fuera de texto. 

  

La Corte expuso en la sentencia T-799 de 2011 que “la sentencia de condena es 

el título ejecutivo por excelencia, toda vez que constituye la voluntad de la 

autoridad que ejerce funciones jurisdiccionales que, después de un proceso 

declarativo en el que se debate una obligación incierta e insatisfecha, precisa 

la existencia de una obligación cierta, clara y por ende, exigible”. Más adelante 

en la misma sentencia, la Corte adujo que, “en caso de incumplir con la 

obligación contenida en la providencia, con la presentación de la primera 

                                                           
1Sentencia del 22 de junio de 2001, Consejo de Estado, C.P. Ricardo Hoyos Duque, expediente 44001 
23 31 000 1996 0686 01 (13436), Demandante: Eduardo Uribe Duarte, Demandado: Departamento 
de la Guajira. 
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copia […], se puede exigir el pago por vía judicial mediante un proceso 

ejecutivo. Por consiguiente, la falta de la presentación física de la primera 

copia de la providencia, obstaculiza esta vía procesal, pues el legislador ha 

establecido que únicamente la primera copia reúne los requisitos de un título 

ejecutivo: obligación clara, expresa y exigible”.2 

 

Infiriéndose, que para que pueda ser viable la demanda ejecutiva, se necesita que los 

documentos que se pretendan hacer valer contengan los requisitos establecidos en 

las normas antes señaladas. 

 

Así las cosas, advierte el Despacho que en el presente caso, no es factible librar 

mandamiento de pago en atención de que no puede considerarse que se hayan 

presentado los documentos que tienen la calidad de título ejecutivo, del cual pueda 

desprenderse una obligación clara, expresa y actualmente exigible en contra de la 

entidad demandada, pues la Resolución aportada es la que reconoce y ordena el pago 

de la cesantías parciales, más no la sanción moratoria que se causa por el pago tardío 

de esta. 

 

Al respecto el Consejo de Estado ha manifestado CONSEJO DE ESTADO SALA DE 

LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA, en sentencia de 

dieciséis (16) de julio de dos mil quince (2015), rad. 201300480 02 (1447-2015) 

 

“De la providencia anterior3, se observa que la Sala Disciplinaria del 

Consejo Superior de la Judicatura al dirimir el conflicto de competencia 

estableció la existencia de un acto administrativo, esto es, la Resolución No 

468 de 30 de  diciembre de 2011, mediante la cual se reconoció la mora y 

se ordenó el pago de la sanción por tal concepto. Por tanto, al existir un 

acto administrativo con las características de un título ejecutivo, esto es, 

contener una obligación clara, expresa y exigible, de conformidad con el 

artículo 422 del C.G.P. (antes 488 del C. de P. C.), es de recibo que el 

conocimiento del proceso sea de la Justicia Ordinaria Laboral, ya que la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo solo conoce de las 

ejecuciones que se deriven de la condena impuesta a través de las 

sentencias que profieran los jueces de la misma.”  

 

De lo anterior, queda claro entonces que de existir pronunciamiento de la 

administración en donde reconozca la mora por pago tardío de las cesantías la 

jurisdicción competente seria la ordinaria laboral, y ante la ausencia de un 

documento que proceda en tal sentido, haciendo efectivo para tales efectos la 

Resolución N º 0579 de 28 de octubre de 2009, se debe anotar que este último no 

cumple con las condiciones de una obligación clara, expresa y exigible, en el contexto 

de exigibilidad de la sanción moratoria, argumento suficiente para no librar el 

mandamiento de pago solicitado.  

                                                           
2 Corte Constitucional Sentencia T- 665 de 2012. 
3 En ese orden de ideas, es claro que no existe título ejecutivo para el cobro pretendido, pues la 
administración no ha reconocido adeudar al actor suma alguna por concepto de pago tardía de 
cesantías, en ese sentido, valga la oportunidad para señalar que en el caso de aportarse los 
documentos que componen el titulo la competencia para el conocimiento de dicho litigio esta en 
cabeza de la jurisdicción ordinaria laboral. 
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En razón lo manifestado, donde no se observa el cumplimiento de los requisitos para 

dar curso al presente asunto, este Despacho procederá a negar la solicitud de librar 

mandamiento de pago. 

 

Por consiguiente, el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Sincelejo, 

 

RESUELVE 

 

1°. NO librar Mandamiento de Pago contra la NACIÓN - MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN - FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO “FOMAG” a favor del ejecutante JHONY DEL CRISTO 

GANDARA DIAZ, por las razones expuestas. 

 

2°. EJECUTORIADA la presente providencia devuélvase la demanda y los anexos 

sin necesidad de desglose al demandante, dejando copia completa de la misma y sus 

anexos, así como de las actuaciones para el archivo del Juzgado. 

 

3º.- Téngase al Dr. VICTO ALFONSO ESPINOSA MERCADO, identificado con C.C 

Nº 92.192.321 y T.P Nº 182.797 del C.S de la J., como apoderado judicial de la parte 

demandante según los términos y extensiones del poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

YONATAN SALCEDO BARRETO 

JUEZ 


